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RESUMEN: La trasposición al Derecho español de la Directiva (UE) 2019/1158 ha sido 
muy compleja, a través de tres normas sucesivas, además de otra que en su momento 
fue rechazada por el Parlamento. Incluso el Tribunal de Justicia de la Unión Europea ha 
impuesto una sanción al Reino de España por los incumplimientos y el retraso en dicha 
trasposición. En este estudio se realiza un análisis crítico sobre esa sucesión norma-
tiva, basado en tres ideas fundamentales: la primera, que la normativa interna cumple 
actualmente con las exigencias de la Directiva, de tal forma que no hay desajustes 
aparentes. La segunda, que la acumulación de diversas medidas teóricamente dirigi-
das a la conciliación de la vida familiar y laboral produce un importante desorden en el 
modelo interno, en el que conviven instituciones muy antiguas con un marcado sesgo 
de género con otras más actuales, verdaderamente dirigidas a conseguir conductas 
más corresponsables de los trabajadores varones. La tercera que, a causa de este 
desorden y de este mantenimiento de medidas muy anticuadas, la aplicación práctica 
del ordenamiento español producirá el mantenimiento del estereotipo de género de la 
mujer trabajadora como primera cuidadora, especialmente a partir del primer año de 
vida del niño o de la niña.

PALABRAS CLAVE: conciliación de vida familiar y laboral, permiso parental, estereo-
tipo, cuidado, retribución, prestación económica.
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secuencial con la LO 3/2007. III. La Directiva (UE) 2019/1158, en su esencia. IV. La 
secuencia de la trasposición. V. Un problema de concepto: la familia y la convivencia. 
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trabajo. VII. El permiso parental en la reforma de urgencia de 2023. VIII. Crítica interina 
a la trasposición del permiso parental en 2023. Duplicidades, redundancias e inconve-
niencias IX. Las ausencias por fuerza mayor. X. El RD-ley 2/2024 o la polivalencia del 
permiso de cuidado del lactante. XI. El último episodio, de vuelta al permiso de naci-
miento y cuidado de hijo. XII. Reflexiones finales.

ABSTRACT: The transposition of Directive (EU) 2019/1158 into Spanish law has been 
highly complex, involving three successive pieces of legislation, in addition to ano-
ther that was rejected by Parliament. The Court of Justice of the European Union has 
even imposed a sanction on the Kingdom of Spain for non-compliance and delays in 
its transposition. This study presents a critical analysis of this legislative succession, 
based on three fundamental ideas: first, that domestic legislation currently complies 
with the Directive’s requirements, such that there are no apparent discrepancies. 
Second, that the accumulation of various measures theoretically aimed at reconciling 
work and family life creates significant disorder in the domestic legal framework, where 
very old institutions with a marked gender bias coexist with more recent ones genui-
nely aimed at achieving greater co-responsibility among male workers. The third point 
is that, because of this disorder and this maintenance of very outdated measures, the 
practical application of the Spanish legal system will produce the maintenance of the 
gender stereotype of the working woman as the primary caregiver, especially from the 
first year of the child’s life.

KEYWORDS: work-life balance, parental leave, stereotype, care, remuneration, allowance.

I. Presupuesto de partida
He asistido con cierto asombro al despliegue normativo producido alrededor del tópico de la 

conciliación de la vida familiar y laboral, y con gran interés al debate en la doctrina académica 
que se ha generado en su entorno1. El fondo de este estudio tiene que ver con un cuestio-
namiento del método normativo que se ha seguido, totalmente de sedimentación de nuevas 
reglas, sin que se haya producido un análisis de conjunto, más allá de conseguir una trasposi-
ción más o menos aceptable de la Directiva (UE) 2019/1158. Se ha discutido si se ha incorpo-
rado de forma suficiente o no, pero ese debate me parece una controversia accesoria, aunque 
necesaria. Baste por ahora con decir que, si no se cumple escrupulosamente el asunto de los 
dos meses retribuidos del permiso parental, la normativa vigente se le aproxima bastante.

Pero, entretanto, el modelo ha perdido toda la coherencia que debería guardar, si es que 
alguna vez la tuvo. A base de superponer derechos, ha mezclado lo viejo con lo nuevo, de 
modo que difícilmente sirve con efectividad al propósito de fomentar conductas correspon-
sables. Más bien, cobija todos los sesgos de género que amparaba allá por el año 1999, 

1	 Entre otras obras, Ballester Pastor, M.ª A., Trasponiendo a regañadientes la Directiva 2019/1158, 
de conciliación, Revista de Derecho Social, n.º 108, 2024, pp. 15 ss. y Rodríguez Pastor, G., Per-
miso parental: un examen sobre la correcta transposición de la Directiva 2019/1158, de 20 de junio. 
A propósito del Real Decreto-ley 9/2025, de 30 julio, Revista General de Derecho del Trabajo y de la 
Seguridad Social, n.º 72, 2025, pp. 398 ss.
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cuando, con el cambio de siglo, se aprobó una Ley de conciliación de la vida laboral y familiar 
de las personas trabajadoras dedicada a permitir que las mujeres compatibilizaran su doble 
jornada. Me parece que seguimos casi en el mismo sitio, con el problema de que toda la 
galaxia actual de derechos preserva los estereotipos perjudiciales para las mujeres como 
cuidadoras y para las madres como personas que han optado por la carrera maternal. Que 
esto se pueda decir después de que en 2019 se alcanzara el objetivo de permisos iguales 
por nacimiento de hijo/a necesita, sin duda, de una argumentación suficiente, pero que por 
desgracia puede expresarse, como paso a hacer.

II. El contexto del RD-ley 6/2019, en su 
relación secuencial con la LO 3/2007

Por no volver el origen, puede partirse del RD-ley 6/2019, de 1 marzo, una norma notable en 
sus propósitos. Fue de elaboración apresurada, más que una norma de urgencia. Se basó en 
los trabajos preparatorios de la Directiva de conciliación, pero no se contrastó con rigor con 
ellos, produciéndose alguna que otra antinomia, ya visible allá por los días de su publicación 
en el BOE. Hay que reconocerle, desde luego, la producción de los dos avances más impor-
tantes en términos de igualdad de los últimos quince años: los permisos iguales para ambos 
progenitores de nacimiento y cuidado de una parte y los planes de igualdad de otra, que sólo a 
partir de entonces empezaron a ser un tópico de preocupación para el mundo de la empresa. 
También en su haber obra la primera regulación mínimamente adecuada del derecho a la 
adaptación de la jornada, aunque con un evidente resabio de anticipo a lo que exigiría la UE 
muy pocos meses después.

Ciertamente, y en cuanto a su impacto en el marco de las relaciones laborales, su impor-
tancia puede compararse a la de la propia LO 3/2007, de 22 marzo. Esta última fue, en su 
momento, la que cambió la mirada jurídica hacia la conciliación de la vida familiar y laboral, 
hasta entonces solo concebida como tópico al servicio de la compatibilización del trabajo y 
de la familia, o de facilitación de la doble jornada, femenina, obviamente. Había sido coaptada 
por la Estrategia Europea de Empleo como política al servicio del incremento de las tasas 
de empleo, en unos tiempos de porcentaje de empleo de las mujeres muy bajo. De modo 
que importaban, casi en exclusiva, los indicadores cuantitativos acerca de cómo el empleo 
femenino progresaba y cuánto se acercaba al masculino. La corresponsabilidad fue, en ese 
sentido, la mirada que añadió la Ley Orgánica de Igualdad y la que, en definitiva, reorientó 
las normas laborales sobre esta materia en una tendencia que ha situado en el centro la 
consecución de la igualdad material entre hombres y mujeres. Y, en consecuencia, planteó 
un debate más cualitativo acerca de cómo ambos, hombres y mujeres, progresaban en el 
mercado de trabajo y en qué medida se evolucionaba hacia unos comportamientos sociales 
más equitativos. Puede decirse que la LO 3/2007 constituyó una reapropiación por parte de 
la izquierda política de la iniciativa en el conflicto trabajo-familia como perspectiva de análisis 
de la normativa laboral.

Ambas normas, la Ley Orgánica y el Real Decreto-ley, apenas modificaron las dos institu-
ciones jurídico-laborales que sostenían por aquel entonces el Acuerdo Marco sobre el per-
miso parental de 2009: por un lado, la reducción de jornada por guarda legal —invariada en 
una y otra— y, por otro, la excedencia por cuidado de hijos —objeto de modificaciones meno-
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res—, en tanto que ambas se afanaron por actualizar el permiso por lactancia/por cuidado del 
lactante. Me parece muy notable esta coincidencia que, como va a verse enseguida, prosiguió 
en las sucesivas reformas, como si una y otra —excedencia y guarda— nada tuvieran que ver 
con la conciliación de la vida laboral y familiar o, en el mejor de los casos, no necesitaran 
reforma alguna. Más allá de este dato, no me parece oportuno ahora expresar una crítica de 
ambas normas, porque ya ha pasado demasiado tiempo como para que resulte adecuado y 
provechoso ese ejercicio.

También es digna de mención la circunstancia de que otras normativas silenciadas hayan 
sido las de los contratos atípicos, en particular las del trabajo a tiempo parcial y el teletra-
bajo, aunque también, en menor medida, las del trabajo temporal o a través de empresas de 
trabajo temporal. Ya hace tiempo que estas modalidades de trabajo han quedado al margen 
de la ecuación de las normas de conciliación de la vida familiar y laboral, muy a pesar de las 
admoniciones que sobre esta relación formulan los considerandos de las sucesivas normas 
europeas, desde la Directiva 96/34/CE hasta la Directiva (UE) 2019/1158. Ciertamente, la Ley 
10/2021, de 9 julio, del trabajo a distancia, se hace eco de la misma, tanto en su exposición de 
motivos como en su articulado, pero el teletrabajo no ha merecido una consideración especí-
fica en cuanto a la incorporación de la Directiva (UE) 2019/1158 más allá de las normas sobre 
adaptación de las condiciones de trabajo, por lo demás insuficientemente articuladas con las 
reglas de la propia Ley 10/2021. Nada se ha modificado, por desgracia, en cuanto al régimen 
del trabajo a tiempo parcial, que solo parece ser destinatario de reformas de mayor alienación 
de las trabajadoras cuando la mayoría parlamentaria corresponde a las opciones políticas 
defensoras de los intereses de la oligarquía. Se trata de una omisión muy grosera, que casi 
cabría equiparar a una especie de violencia económica contra las mujeres. Claramente, y, 
en resumen, sería bueno rescatar todas las formas de trabajo atípico, incluido por supuesto 
el autónomo, cuando se trata de regular transversalmente la conciliación, porque parece el 
único recorrido posible para recobrar derechos en ellas.

III. La Directiva (UE) 2019/1158, en su esencia
El periplo de trasposición de la Directiva (UE) 2019/1158 ha sido una especie de «relato 

de un náufrago», en el que el personaje, después de grandes homenajes y encuentros con las 
reinas de la belleza, cae en el desprecio y, después, en el olvido para siempre. Más que al des-
enlace del relato periodístico de García Márquez, el símil se refiere a los extraños animales 
de compañía en la deriva de Luis Alejandro Velasco, que disminuyen la racionalidad de la his-
toria. Para poner de relieve esa deriva, ya en cuanto a la normativa de trasposición, es conve-
niente partir de una enumeración cartesiana de las medidas contenidas en la norma de la UE:

	– El permiso de paternidad.

	– El permiso parental.

	– La ausencia al trabajo por motivos de fuerza mayor.

	– El permiso para cuidadores.

	– Las fórmulas de trabajo flexible.
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Había, así pues, un claro hilo conductor, más o menos sencillo en su ejecución y segui-
miento. Es cierto que, en aras de preservar la nomenclatura propia de cada sistema interno, 
la Directiva opta, en su «cláusula pasarela», por tomar en consideración cualquier permiso 
de ausencia del trabajo relacionada con la familia y cualquier remuneración o prestación 
económica conectada con ella a los efectos del correcto cumplimiento de los mandatos 
acerca de permiso de paternidad, permiso parental y permiso de cuidadores. Si eso es 
correcto, máxime en una Directiva que, vista la diversidad imperante en los Estados Miem-
bros, opta por imponer un zócalo mínimo de derechos de baja intensidad, tiene una gran 
importancia el precepto dedicado a las definiciones, si es que quiere producirse la genera-
ción de derechos uniformes entre todos ellos y no permitir que la fuerza de la norma de la 
UE se disuelva como un azucarillo. De modo que el art. 3 tiene una importancia mayúscula. 
A los efectos que interesan en estas páginas, es necesario reproducirlos todos, porque son, 
sin duda, el elemento más armonizador de toda la Directiva:

a)	«Permiso de paternidad»: ausencia del trabajo a la que pueden acogerse los padres o, 
cuando y en la medida en que esté reconocido por la legislación nacional, un segundo 
progenitor equivalente con ocasión del nacimiento de un hijo a fin de facilitarle 
cuidados;

b)	«Permiso parental»: ausencia del trabajo a la que pueden acogerse los trabajadores 
que sean progenitores por motivo del nacimiento o la adopción de un hijo, para cuidar 
de este;

c)	 «Permiso para cuidadores»: ausencia del trabajo a la que pueden acogerse los traba-
jadores a fin de prestar cuidados o ayuda personales a un familiar o a una persona 
que viva en el mismo hogar que el trabajador y que necesite asistencia o cuidados 
importantes por un motivo médico grave, conforme a lo definido por cada Estado 
miembro;

d)	«Cuidador»: trabajador que dispensa cuidados o presta ayuda a un familiar o a una 
persona que viva en el mismo hogar que el trabajador y que necesite asistencia o 
cuidados importantes por un motivo médico grave, conforme a lo definido por cada 
Estado miembro;

e)	«Familiar»: hijo, hija, padre, madre o cónyuge del trabajador, o pareja de hecho de este 
cuando las uniones de hecho estén reconocidas en el Derecho nacional;

f)	 «Fórmulas de trabajo flexible»: la posibilidad de los trabajadores de adaptar sus mode-
los de trabajo acogiéndose a fórmulas de trabajo a distancia, calendarios laborales 
flexibles o reducción de las horas de trabajo.

La combinación de estas definiciones con la «cláusula pasarela» debía, por una parte, 
permitir calibrar la correcta incorporación de la Directiva pero, al mismo tiempo, permi-
tir que las instituciones sirvan a la finalidad para la que fueran concebidas. Por poner un 
ejemplo, de reducción al absurdo, no tendría mucho sentido computar semanas del per-
miso —español— de nacimiento y cuidado de hijo para verificar si se cumple la Directiva en 
cuanto al permiso de cuidadores. Es decir, el art. 20.6 no debería servir como coartada para 
desnaturalizar las instituciones.
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IV. La secuencia de la trasposición
Antes de abordar contenidos, es interesante recordar el periplo. La norma fundamental de 

trasposición ha sido el RD-ley 5/2023, de 28 junio, de nombre de ley ómnibus. Se trata de un 
Real Decreto-ley de extraordinaria complejidad, también en cuanto a la incorporación de la 
Directiva, pero que, evidentemente, no la trasponía en su totalidad. Después del fallido RD-ley 
7/2023, de 19 diciembre, se aprobó el RD-ley 2/2024, de 21 mayo», …para completar la trans-
posición de la Directiva (UE) 2019/1158…», gemelo del anterior en lo que aquí interesa. Pero 
es evidente que no sirvió a su objetivo declarado, porque aún fue necesario el RD-ley 9/2025, 
de 29 julio, «para completar [¿ahora sí?] la transposición de la Directiva (UE) 2019/1158. El 
recorrido no invita al entusiasmo, por muchas explicaciones políticas que quieran expresarse. 
Revela, si no una evidente improvisación, sí al menos la inexistencia de una clara hoja de ruta 
y una insuficiente ponderación de los cambios que requería la Directiva en el sistema jurídico 
interno. Hay algo más paradójico: la norma que sirve «para completar la norma que comple-
taba», es decir, la última, es la primera y única que se refiere en exclusiva a instituciones más o 
menos relacionadas con la conciliación de la vida familiar y laboral, aunque tan solo regula el 
permiso —y el consiguiente subsidio de Seguridad Social— por nacimiento y cuidado de hijo.

Por consiguiente, una vez producida esta secuencia, y superado el episodio del «multazo» 
de la Comisión Europea por la insuficiente trasposición2, es buen momento para el balance. 
Da la impresión de que se cometió una sucesión de pecados capitales: se comenzó con la 
soberbia, luego vino la pereza, más tarde la ira y, al final, la avaricia. Es decir, primero se con-
sideró que el RD-Ley 6/2019 situaba el Reino de España en la vanguardia más vanguardista 
del mundo en las políticas de conciliación de la vida familiar y laboral y que, por supuesto, el 
sistema interno cumplía con creces con las exigencias de la UE. Luego vino la pereza, vista 
la necesidad de ajustar algún asuntillo accesorio, que provocaba la incomodidad de poner en 
marcha el mecanismo legislativo pecatae minutae causa. Más tarde, la ira, vista la conducta 
amenazante de la Comisión Europea y el coro de pepitos y pepitas grillas denunciando las 
insuficiencias. Al final, la avaricia, proponiendo unas reformas que consiguieran un cumpli-
miento de mínimos, que no comprometieran las arcas de la Seguridad Social para «los gastos 
realmente importantes».

V. Un problema de concepto:  
la familia y la convivencia

A partir de este comentario de contexto, corresponde el análisis más de detalle. Prime-
ramente, me parece esencial recordar el debate referido al ámbito subjetivo de las políticas 
de conciliación, especialmente necesario en el contexto de los países mediterráneos. No es 
necesario recordar el análisis de los modelos de bienestar de Esping-Andersen3 para situar 
el nuestro entre los definidos como «familiaristas», que basan en la familia las relaciones de 
cuidado, con gran perjuicio de las expectativas profesionales de las mujeres, socialmente 

2	 Asunto C-70/24, Comisión y Reino de España, sentencia de 1 agosto 2025.
3	 Esping-Andersen G., Social Foundations of Postindustrial Economies, Oxford University Press, 

1999, pp. 73 ss.
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más concernidas por este deber. Además, esa familia se entiende más allá de los vínculos 
paterno/materno-filiales, y se ramifica hacia el segundo grado de consanguinidad o afinidad 
y mucho más allá, con gran peso de las relaciones políticas entre una mujer y la familia de su 
cónyuge o pareja.

En ese sentido, en la Directiva (UE) 2019/1158 late el debate profundo de la Europa nórdica 
y atlántica sobre la necesidad de considerar las relaciones de cuidado no dependientes del 
vínculo familiar, normalmente en el marco de situaciones de convivencia. Por ese motivo, la 
letra d) de su art. 3 se ve en la necesidad de reconocer la situación de la persona cuidadora 
conviviente que no es familiar de la que precisa asistencia o cuidados. Hay, en realidad, una 
especie de tensión dialéctica entre la familiar de la letra e) —que abarca solo las relacio-
nes paterno/materno-filiales, así como las conyugales y las de pareja de hecho reconocidas 
en el Derecho nacional- y la cuidadora, que no es familiar, pero sí conviviente—. Dicho en 
otros términos, la diferencia entre ambas radica en la inexigibilidad de convivencia dentro del 
parentesco de primer grado o entre cónyuges o parejas de hechos jurídicamente reconocidas 
como tales.

En este contexto, merecería una reflexión profunda una pregunta incómoda: si de verdad 
constituye una «mejora» del derecho interno ampliar las relaciones familiares hasta el 
segundo grado y considerar incluso la afinidad, y si eso es adecuado en términos de política 
legislativa. Ha de precisarse que esta consideración de la familia en un sentido amplio ha sido 
una constante del sistema interno en cuanto a los permisos de atención de enfermedades, 
accidentes e internamientos hospitalarios, deudor de una tradición, como se ha expresado, 
fuertemente arraigada. Esta orientación produce, indudablemente, una mayor importancia 
de las prácticas sociales de cuidado, siempre exigentes con las mujeres y predominantes 
más allá del estricto marco de convivencia. No se trata de negar que en las relaciones en el 
contexto del segundo grado hay una necesidad de cuidado, pero sí de discutir que haya de 
ser jurídicamente relevante en términos de permisos imperativos. La aplicación del art. 37.3 
produce ejércitos de personas cuidadoras dependiendo de la estructura y tamaño de la fami-
lia extendida, incluso desconsiderando las relaciones materiales de apoyo mutuo y de afecto. 
Incluso podría aludirse a una fuerte desigualdad próxima a una discriminación por motivos 
familiares, en atención al número de personas dentro del segundo grado de consanguinidad 
o afinidad con relaciones familiares formalizadas en el territorio del Estado.

La consideración más relevante se refiere a si esta discordancia en el concepto de familia 
entre la Directiva y la legislación interna no es un obstáculo al ejercicio corresponsable de los 
derechos. En mi opinión, sí que lo es, incluso dejando aparte el enojoso tema de la afinidad. 
Lo correcto sería alinearse con el concepto de familia y de cuidados de la Directiva y esperar 
acontecimientos. Pienso que, progresivamente, se irá produciendo jurisprudencia del TJUE 
que vaya acotando el concepto de convivencia a efectos de los cuidados —«que viva en el 
mismo hogar»— en términos de qué sucede, vg., si la persona que precisa cuidados se ha 
trasladado a una residencia o si han de considerarse necesidades de cuidado entre ex con-
vivientes. Es verdad que el concepto de la Directiva se remite a «lo definido por cada Estado 
miembro», pero también lo es que expresiones de este tipo han producido, a la postre, con-
ceptos propios del Derecho de la UE. No tengo dudas de que el de «familia» y «cuidador/a» 
deberían permanecer a ese grupo de conceptos, a poco que se quiera defender una tradición 
cultural y social común en la UE. Como ya he expresado, en otro caso se compromete, grave-
mente, el objetivo de la corresponsabilidad, o, incluso peor, se producirán conductas oportu-
nistas de solicitud de permisos para no cuidar, de difícil sanción jurídica.
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En todo caso, las normas de urgencia de trasposición de la Directiva han optado por 
mantener el concepto amplio de familia. No creo que asumir el de la norma de la UE hubiera 
transgredido la cláusula stand still de su art. 16. Ciertamente, acotarlo más generaría menos 
permisos de cuidado de personas enfermas y accidentadas, pero sería harto discutible que 
disminuyera el umbral de protección y, desde luego, promovería más la corresponsabilidad 
masculina en la conciliación de la vida familiar y laboral. Es más, las fórmulas de trabajo 
flexible del art. 9 de la Directiva y del art. 34.8 ET bien pueden valer para la atención de 
necesidades de cuidado próximas a las del art. 37.3 b) y 37.9. A este aspecto se volverá 
enseguida.

VI. Acerca del RD-ley 5/2023. 
Primero, una vuelta breve a las 

fórmulas flexibles de trabajo
Por lo que respecta a la materia de las fórmulas de trabajo flexible, las reformas que el 

RD-ley 5/2023 introdujo en el art. 34.8 fueron de mera adaptación a ciertas incoherencias 
hasta entonces existentes entre la normativa interna y la de la UE. En particular, era necesario 
contemplarlas para el cuidado de personas mayores, de tal forma que se interpoló un párrafo 
conforme al cual:

«Asimismo, tendrán ese derecho aquellas que tengan necesidades de cuidado respecto 
de los hijos e hijas mayores de doce años, el cónyuge o pareja de hecho, familiares por con-
sanguinidad hasta el segundo grado de la persona trabajadora, así como de otras personas 
dependientes cuando, en este último caso, convivan en el mismo domicilio, y que por razones 
de edad, accidente o enfermedad no puedan valerse por sí mismos, debiendo justificar las 
circunstancias en las que fundamenta su petición».

Es decir, ya en este inciso se aprecia el entendimiento extendido de la familia, más allá de 
los confines del concepto de la Directiva, por más que, con ligera mejor ponderación, se dejan 
fuera las relaciones de afinidad. Lo cual, dicho sea de paso, genera una incongruencia poco 
explicable entre el ámbito subjetivo del art. 34.8 y el del 37.3 b), sólo entendible desde un muy 
escrupuloso entendimiento del art. 16 de la Directiva.

La segunda reforma, en realidad, no guarda una relación con la correcta incorporación de 
la Directiva: se trata, sencillamente, de reducir el plazo máximo de negociación individual de 
treinta a quince días, en un razonable intento de producir un procedimiento menos premioso. 
Y la tercera, esta sí que, de necesario ajuste, se refirió a garantizar el retorno a la situación 
anterior a la adaptación una vez concluido el período acordado o previsto o cuando decaigan 
las causas que motivaron la solicitud, alineando correctamente el art. 34.8 con el art. 9 de la 
Directiva.

Sólo queda la duda, más teórica que real, de si este precepto aglutina todas las posibles 
«fórmulas de trabajo flexible» a las que se refiere el art. 9 de la Directiva. Aquel precepto —el 
art. 34.8 del Estatuto de los Trabajadores— se limita a adaptaciones en el tiempo de trabajo 
y en la «forma de la prestación» pero, sin duda, en esos dos ámbitos se aglutinan casi todas 
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las reglas de flexibilización pro conciliacione que puedan imaginarse, máxime si se interpreta 
de una forma suficientemente amplia la expresión «forma de la prestación» del Estatuto de 
los Trabajadores.

VII. El permiso parental en la 
reforma de urgencia de 2023

No habiendo, obviamente, problema alguno de trasposición del permiso de paternidad, los 
esfuerzos del RD-ley 5/2023 se centraron en el permiso parental. La técnica seguida en la 
norma de urgencia fue, hasta cierto punto, sorprendente: la opción consistió materialmente 
en desatender las instituciones por las que se entendía incorporado en las versiones ante-
riores de los dos Acuerdos marco sobre el permiso parental4 —la reducción de jornada por 
guarda legal y la excedencia por cuidado de hijos— y, en cambio, por concebir un nuevo dere-
cho, al que precisamente se designó como «permiso parental» de ocho semanas de dura-
ción, que se calificó en el art. 45 ET como una nueva modalidad de suspensión del contrato. 
Además, se incluyó un art. 48 bis destinado a regular su régimen jurídico, destinado al cui-
dado de hijo/hija, o menor acogido por un período mínimo de un año, y que debía disfrutarse 
antes de que uno y otra alcanzara los ocho años de edad. De ocho semanas de duración, 
podría disfrutarse a tiempo completo, o a tiempo parcial, de conformidad con unas reglas que 
deberían haberse desarrollado por reglamento, el cual todavía está pendiente. Como dere-
cho individual e intransferible de las personas trabajadoras, la persona interesada fijará el 
comienzo y fin de su disfrute, o, en su caso, sus períodos, si bien preavisando a la empresa 
con un plazo de diez días o por el plazo —mayor o menor— previsto en el convenio colectivo. 
A partir de aquí, el precepto no es un dechado de claridad, porque expresa, en la misma frase 
una oración de oscura interpretación: «…salvo fuerza mayor, teniendo en cuenta la situación 
de aquella y las necesidades organizativas de la empresa». Aunque la hermenéutica no es 
segura, interpretándola a la vista de la Directiva, parece quererse decir que, aunque concebido 
como un derecho subjetivo, cabe excepcionalmente denegar el disfrute del permiso paren-
tal en las fechas propuestas por la persona trabajadora ponderando de un lado la situación 
de esta y de otro las necesidades organizativas de la empresa. Por lo demás, cuando dos 
personas de la misma empresa generan el derecho en virtud del mismo sujeto causante, o 
cuando, en los términos previstos en el convenio colectivo, el disfrute en los períodos soli-
citados cause una seria alternación en el funcionamiento de la empresa, podrá aplazarse el 
mismo por un período razonable, mediando justificación por escrito y oferta de un disfrute 
igualmente flexible.

Lo complicado de explicar no es tanto el régimen jurídico —aunque no se entiende bien 
por qué se remiten a norma reglamentaria las modalidades de disfrute y luego el precepto se 
enreda en la definición de sus períodos, en solución que no parece armónica—, sino más bien 
cómo se relaciona el nuevo permiso parental con las demás instituciones que deben servir 
para trasponer el art. 5 de la Directiva. Es sobre este asunto sobre el que deben expresarse 
las más severas críticas de las sucesivas reformas de trasposición.

4	 A las que, no obstante, las normas de urgencia hacen referencia en sus respectivas exposiciones 
de motivos como medidas al servicio de la conciliación. En este sentido, vg., párrafo sexto de la 
EdM del RD-ley 2/2024, de 21 mayo.
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VIII. Crítica interina a la trasposición del 
permiso parental en 2023. Duplicidades, 

redundancias e inconveniencias
Es decir, surgen una serie de preguntas incómodas. La primera y obvia se refiere a dónde 

están los otros dos meses de permiso parental: si en el nacimiento y cuidado de hijo, si en 
el permiso de cuidado del lactante, si en la reducción de jornada por guarda legal o si en la 
excedencia por cuidado de hijo. Y, como pregunta secuenciada, dónde están los dos meses 
retribuidos a los que se refiere el art. 8.1 de la Directiva en relación con su art. 5.2. La primera 
pregunta, a la vista del RD-ley 5/2023, admitía varias respuestas posibles. La segunda, nin-
guna, porque era obvio que, contase lo que contase, en el caso de las personas gestantes 
no se alcanzaban los dos meses. Por lo demás, la especificidad del permiso parental en su 
contenido sustantivo radicaba sobre todo en que podía disfrutarse hasta los doce años, dato 
que le daba una importante autonomía en relación con la excedencia por cuidado de hijos. 
Además, y a diferencia de ésta, podía disfrutarse en términos flexibles. En ambos sentidos, 
se aproximaba mejor a la lógica de la Directiva, de modo que parecía ser el lugar idóneo para 
que en ella se depositaran los dos meses de prestación o de retribución.

En todo caso, se entendía que el art. 48 bis era la ubicación más nítida de parte del permiso 
del art. 5 de la Directiva. Quedaba la expectativa de que, en un plazo breve, el precepto fuera 
completado en sus aspectos retributivos o de Seguridad Social para que la trasposición fuera 
completa. Sin embargo, las normas no siguieron los cauces esperados. Entretanto, algunos 
órganos judiciales, sin justificación demasiado sólida, optaron en alguna ocasión por declarar 
que el nuevo permiso parental era retribuido5. Pero, como se ha expresado, al margen de 
estos escarceos, se planteaba una situación harto curiosa: una pluralidad de derechos podía 
ser pasado por el tamiz de la cláusula pasarela: la suspensión por nacimiento y cuidado 
de hijo, el permiso de cuidado del lactante, el permiso parental, la reducción de jornada por 
guarda legal y la excedencia por cuidado de hijos.

Si tantos derechos relacionados con la familia, y excluidos los de cuidados de mayores 
de ocho años, sirven al mismo fin, habría que preguntarse si no hay duplicidades o redun-
dancias que, a la postre, generen falsas protecciones. La trasposición de la Directiva (UE) 
2019/1158 debería haber servido para plantear una cobertura racional y proporcionada del 
permiso parental. Pero el resultado obtenido, ya tras la aprobación del RD-ley 5/2023, no se 
acercaba hacia ella. Primeramente, habría que descartar como institución idónea el permiso 
por nacimiento y cuidado de hijo, por un motivo puramente conceptual: es el que hace las 
veces de permiso por maternidad y por paternidad, que se conceden —en particular este 
último— «con ocasión del nacimiento de un hijo a fin de facilitarle cuidados». No parecía ser 
este el escenario oportuno de cumplimiento de las exigencias relativas al permiso parental, 
previsto no «con ocasión», sino «por motivo del nacimiento o la adopción de un hijo…», si no 
fuera porque ostentaba un rasgo muy «apetitoso»: como quiera que era muy largo como per-

5	 Por hablar tan solo de lo convincente, la Sala de lo Social de la AN, en sentencia de 30 septiembre 
2025 (sentencia 128/2025) exime a las empresas del pago de la retribución durante el permiso 
parental porque la regla del art. 7 de la Directiva en relación con el art. 5, en cuanto a la cobertura 
del permiso parental, no es ni precisa ni incondicional.
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miso de paternidad, al menos en comparación con los magros diez días que exige la Directiva, 
cubría de por sí la exigencia del permiso parental retribuido para el progenitor no gestante, 
y aun para el gestante «transfería» dos semanas, desde las catorce mínimas de la Directiva 
92/85/CEE, hasta las dieciséis que entonces garantizaba el art. 48.4 del ET.

Los demás no tenían el mismo atractivo. El permiso de cuidado del lactante no valía 
porque, aunque retribuido, no se reconocía un derecho subjetivo de acumulación de su dis-
frute al margen de pacto colectivo o individual de mejora. La excedencia por cuidado de hijos 
y la reducción de jornada por guarda legal, al margen de las ficciones legales de cotización, 
no se vinculaban a retribución o subsidio alguno. Curiosamente, los tres eran secuenciales: 
el primero, hasta que el individuo destinatario de los cuidados alcanzara los nueve o doce 
meses; el segundo, hasta los tres años y el tercero hasta los doce meses. Incluso este último 
excedía el umbral de edad previsto en la Directiva.

Y, sin embargo, los tres se solapaban: el de cuidado del lactante, como quiera que se extin-
guía en todo caso a los doce meses de edad, lo hacía con el permiso de nacimiento y cuidado 
de hijo. Se vinculaba más temporalmente con el nacimiento del niño —«con ocasión de…»—, 
que causalmente, al objeto de su crianza. Los otros dos, con el nuevo permiso parental del 
art. 48 bis ET. La excedencia, sólo hasta los tres años de edad. La reducción de jornada, más 
allá de los ocho años. Así relacionados, es inevitable la pregunta sobre la utilidad de cada 
uno de ellos.

La reducción de jornada por guarda legal ha tenido siempre sus perfiles propios, como 
manifestación más evidente del trabajo a tiempo parcial voluntario, al menos desde el punto 
de vista del concepto de la Directiva 97/81/CE. Ha hecho las veces de permiso parental de 
conformación flexible, en los términos del actual art. 5.6 de la Directiva (UE) 2019/1158 
y, con su horquilla de entre un octavo y un medio de reducción de jornada, ha permitido 
la modulación temporal necesaria en un marco de gran flexibilidad para la persona tra-
bajadora, sobre todo al regularse como un derecho subjetivo en cuanto al porcentaje de 
reducción, por más que haya estado rodeado de problemas en referencia a la distribución 
horaria de su disfrute. Su especial ductilidad lo convierte en un derecho accesible y reco-
mendable para muchas situaciones, de ejercicio alternativo a la fórmula de trabajo flexible 
del art. 34.8 ET. Por lo demás, aunque no hay datos muy concluyentes sobre su disfrute, el 
93,3 por 100 del trabajo a tiempo parcial por razón de cuidado de hijos correspondía a las 
mujeres en 20246.

La excedencia por cuidado de hijo, que ofrece cifras discretas en su uso —41.882 personas 
en 2024, con una tasa de feminización del 86,98 por 1007— tiene unos rasgos propios muy 
marcados: pese a los esfuerzos por flexibilizar su disfrute a partir de la LO 3/2007, y pese al 
objetivo de mantenimiento del contacto de la persona excedente con la empresa, su larga 
duración y su carácter no retribuido, sin prestación de Seguridad Social más allá de la coti-
zación presunta, lo caracterizan como un derecho de un cariz marcadamente des-profesio-
nalizador y vinculado a la «carrera maternal». Además, y aunque no hay datos concluyentes 
al respecto, hay indicios claros de que puede resultar, a la postre, una antesala del abandono 
definitivo del mercado de trabajo.

6	 Datos del Instituto de las Mujeres www.inmujeres.gob.es/MujerCifras/Conciliacion/ExcedPermisos.
htm

7	 Ibid.
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Pero, más allá de estos rasgos preocupantes, la pregunta básica consiste en su adecuada 
funcionalidad en esta madeja de instituciones próximas al permiso parental. Sin duda, algún 
día estuvo justificado, en una época de convencionalismos sociales diferentes, basados en 
la idea del carácter prescindible del salario del segundo —rectius, la segunda— aportador de 
rentas de la unidad familiar. Era incluso aceptable en un contexto en el que la maternidad 
inexorablemente concluía a las dieciséis semanas, los servicios de guarderías brillaban por 
su ausencia y el permiso parental se encontraba bastante desincentivado a causa de las 
reglas tributarias, adversas a dicho segundo aportador de rentas.

Las cosas han cambiado. Ciertamente, el acceso universal a guarderías planteado como 
objetivo en la Cumbre de Barcelona de 2002 es sólo un reto alcanzable en las Comunidades 
Autónomas más envejecidas, pero en todo caso ha mejorado en todo el Estado la accesibili-
dad a los servicios de cuidado de niños y niñas en edades previas a la escolaridad obligatoria. 
Además, se ha mejorado y flexibilizado mucho el permiso actual de nacimiento y cuidado de 
hijo, con particular incidencia en el caso del progenitor no gestante. Se han introducido dere-
chos anteriormente existentes de adaptación de la jornada y de la forma de trabajar. Y se ha 
adaptado más el derecho a la reducción de jornada por guarda legal.

En esta situación, es necesario derogar el art. 46.3 ET y eliminar la excedencia por cuidado 
de hijos, como institución que introduce una protección innecesaria y que tiene un gran poten-
cial de lastrar carreras laborales femeninas. Sus discretos datos de utilización real encubren 
una situación en la que su mera existencia, al margen de su disfrute efectivo, puede condicio-
nar las decisiones empresariales. No en vano, la tendencia en diversos países europeos, ya 
hace bastantes años, ha sido hacia limitar los permisos de crianza, máxime cuando no están 
retribuidos ni producen subsidios de Seguridad Social8. Su eliminación, más que regresiva 
en derechos, constituiría un paso adelante evidente en la consecución de una legislación más 
promotora de la corresponsabilidad entre hombres y mujeres. Desde luego, introduciría más 
orden en cuanto a las medidas que articulan derechos relativos a la crianza de hijos y promo-
vería, indiscutiblemente, un retorno no excesivamente demorado de las mujeres al mercado 
de trabajo después de la maternidad9.

Al margen de este reto, se barajaban las demás instituciones. El permiso de cuidado del 
lactante había sido ampliado y reformulado en el propio RD-ley 6/2019 como una institución 
claramente dirigida a la crianza de los niños y niñas menores de nueve meses, con un ele-
mento adicional de fomento de la corresponsabilidad que lo incrementaba hasta los doce 
meses, pero que dejaba de tener una relación claramente secuencial con el permiso de naci-
miento y cuidado de hijo, porque ambos se proyectaban en un espacio temporal idéntico, 
en particular cuando el cuidado del lactante se extendía hasta los doce meses de edad. Es 

8	 Ya describí esta tendencia en Cabeza Pereiro, J., La conciliación de la vida familiar y laboral. Situa-
ción en Europa, Revista de Derecho Social, n.º 31, 2005, pp. 21 ss.

9	 Es notable el fariseísmo del RD-ley 9/2025: hace una rotunda crítica al modelo de conciliación de 
vida familiar y laboral del art. 46.3, pero lo mantiene incólume. Así se expresa su exposición de 
motivos: «la protección que propone la Directiva (UE) 2019/1158 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 20 de junio de 2019, es muy diferente a la garantizada con esta excedencia; en efecto, 
la excedencia para el cuidado de hijos y familiares del citado artículo 46.3 configura un permiso 
que no fomenta la corresponsabilidad, ya que permite largas ausencias sin retribución. No es de 
extrañar que en España la excedencia por cuidado de hijos y familiares sea una figura casi en ex-
clusiva utilizada por mujeres». Blanco y en botella.
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decir, se reconfiguró el permiso hasta el punto de confundirlo totalmente en sus objetivos 
con los del art. 48.4, con la única diferencia de que uno de ellos lo sufragaba la Seguridad 
Social y el otro la empresa. Aunque el de cuidado del lactante no permitía, al margen de las 
mejoras que pudieran establecerse por convenio colectivo, una excesiva adaptabilidad en 
su disfrute.

IX. Las ausencias por fuerza mayor
La otra gran novedad del RD-ley 5/2023 se produjo en el ámbito de lo que podía recondu-

cirse, con mayor o menor amplitud, a la ausencia al trabajo por fuerza mayor. La mejora a 
cinco días en el permiso por accidente o enfermedad graves, hospitalización o intervención 
quirúrgica sin hospitalización que requiera reposo domiciliario no merece excesivos comen-
tarios en cuanto a su duración, más allá de la duda jurídica de corto recorrido referida a justi-
ficar su duración cuando las circunstancias de la salud permiten un final del permiso anterior 
a esos cinco días y de las conocidas discusiones acerca del cómputo en exclusiva de días 
hábiles o del posible disfrute fraccionado. En cuanto al amplio espectro de familiares que 
pueden ejercer el derecho del art. 37.3 b), ya ha sido objeto de suficiente crítica, en este caso 
ampliada por afectar también a afines. En esa pervivencia, más que en cualquier otro aspecto 
concreto, se expresa el miedo atávico a introducir el más mínimo elemento racionalizador, 
por racional que pueda ser. Desde luego, el mundo sindical debería hacerse mirar esa resis-
tencia a revisar derechos tan cuestionables como los del cuñado a pedir un permiso de cinco 
días por enfermedad de un familiar político.

Ha contrastado esta reforma con el mantenimiento en su extensión del permiso de falle-
cimiento, objeto ahora de cierto interés político y reformador. El bereavement leave goza de 
cierto predicamento e identidad propia en la mayoría de los sistemas europeos de relaciones 
laborales, y quizá llame la atención su postergación en esta secuencia de reformas, porque, 
entre otros motivos, se ubicaba sin demasiados problemas en el concepto clásico de ausen-
cia por fuerza mayor que han incluido las dos sucesivas Directivas sobre el permiso parental 
de 1996 y de 2010. Ciertamente, el art. 37.3 b bis no implica en modo alguno incumplimiento 
de la Directiva (UE) 2019/1158, de tal modo que solo cabe criticar que se replantee ahora este 
debate cuando se silenció en 2023.

Mayor comentario requiere el nuevo «permiso por fuerza mayor» del art. 37.9. Llama la 
atención que la normativa interna haya transitado desde el año 1996 hasta el año 2023 sin 
permiso parental o permiso por fuerza mayor designados como tales, sin que apenas se 
hayan pronunciado voces sobre un hipotético incumplimiento de las Directivas 96/34/CE y 
2010/18/UE. Sí que debe reconocerse que se apreciaban ciertos problemas de ajuste o de 
pequeñas faltas de cobertura en la ausencia de fuerza mayor, tan solo contemplada desde la 
perspectiva de la enfermedad, del accidente, hospitalización o reposo domiciliario, así como 
del fallecimiento del art. 37.3 b). Pero eso era todo.

El nuevo apartado del art. 37 equipara la fuerza mayor a «motivos familiares urgentes 
relacionados con familiares o personas convivientes, en caso de enfermedad o accidente 
que hagan indispensable su presencia inmediata». Ni se da a estos efectos un concepto de 
«familiares o convivientes», con las dudas que esa omisión produce, ni se explica la relación 
de este permiso con el del art. 37.3 b). Es verdad que todo parece conducir a los conceptos 
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de este último, en cuanto a la primera omisión, y que el art. 37.9 solo puede entenderse en 
clave de superación de los confines del permiso del art. 37.3 b). Ahora bien, la urgencia 
impide la toma en consideración de situaciones tales como la atención de citas médicas 
programadas.

En fin, de la impresión de que el precepto, aunque de confines imprecisos, se dirige a hacer 
frente a incidentes de salud que no se incluyen en el art. 37.3 b) y que requieren la presencia 
inmediata de la persona trabajadora. Si eso es así, lo razonable hubiera sido regular todo 
conjuntamente, porque da la impresión de que el permiso del art. 37.3 b) es una especie del 
género «ausencia por motivos de fuerza mayor». De hecho, así se entendió, sin demasiada 
polémica, hasta el RD-ley 5/2023. Sin embargo, la técnica del permiso es diferente, porque se 
computa por horas, no por días completos, hasta que alcancen cuatro jornadas diarias, que 
en todo caso son retribuidas, aunque en los términos que prevea el convenio colectivo o el 
acuerdo de empresa. No parece que esta remisión a la norma colectiva tenga ningún efecto 
condicionante al ejercicio del derecho, más allá de que la persona trabajadora haya de acre-
ditar el motivo de la ausencia.

Esta yuxtaposición del art. 37.3 b) y del art. 37.9, al margen de la evidente crítica sistemá-
tica, sugiere dos comentarios adicionales. El primero, referente a que pueden utilizarse de 
modo acumulado o alternativo. Esto es, en caso de que concurran las circunstancias del art. 
37.3 b) es perfectamente legítimo que se opte por el permiso del art 37.9, disfrutado de forma 
continua o a modo de crédito de horas. O que se recurra a ambos, en los casos en los que la 
necesidad de cuidados se prolongue más allá de los cinco días. Ahora bien, la opción legal 
por dos técnicas diferenciadas de permisos —por días completos o por horas— ha de llevar 
a la conclusión de que no es exigible, a salvo de mejora de convenio, que la empresa con-
ceda el del 37.3 b) de un modo distinto al día completo, aunque, por supuesto, los cinco días 
pueden ser discontinuos. El segundo consiste en poner de relieve el margen de actuación del 
convenio colectivo, que puede desde luego tratar conjuntamente los dos permisos, siempre 
y cuando, mediante esta contemplación acumulada, no se excluyan situaciones no previstas 
en el art. 37.3 b) pero que quepa amparar en el art. 37.9.

X. El RD-ley 2/2024 o la polivalencia 
del permiso de cuidado del lactante

En consecuencia, con las críticas que se han formulado, el RD-ley 5/2023 así traspuso 
la Directiva (UE) 2019/1158, a la espera de que se resolviera el asunto de los dos meses de 
necesaria cobertura económica del art. 8.1 de la Directiva. A fin de solventar esa deficiencia, y 
después del gatillazo del RD-ley 7/2023, de 19 diciembre, se aprobó el RD 2/2024, de 21 mayo, 
que la abordó de una de las peores formas posibles.

En concreto, el RD-ley 2/2024 introduce una reforma en el art. 37.4, esto es, en el permiso de 
cuidado del lactante. Se trata de un cambio sutil, que consiste en concebir la acumulación por 
jornadas completas como un derecho de las personas trabajadoras, aunque no se reconozca 
por convenio colectivo o por pacto individual. Como expresa el párrafo segundo de dicho pre-
cepto, «quien ejerza este derecho, por su voluntad, podrá sustituirlo por una reducción de su 
jornada en media hora con la misma finalidad o acumularlo en jornadas completas».
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La técnica utilizada es ingeniosa, pero un análisis crítico de la exposición de motivos de la 
propia norma de urgencia la desnuda totalmente. Por una parte, expresa que «…el nuevo per-
miso parental…se concibe como un permiso de atención a los hijos e hijas distinto de los per-
misos vinculados al nacimiento». De modo que, si eso es así, trasponer la Directiva utilizando 
la cláusula pasarela y reconocer los dos meses retribuidos o compensados por prestación 
económica mediante sendos permisos estrechamente relacionados con el nacimiento sería 
contrario al espíritu declarado en la propia norma de urgencia. En mi opinión, el permiso de 
lactancia, tanto por su origen como por su configuración legal vinculada a la muy corta edad 
del niño o de la niña, y muy a pesar de los argumentos en contrario del asunto Roca Álvarez10, 
guarda una estrecha relación con el nacimiento de uno u otra. En realidad, esta incongruencia 
aumenta a la vista del posterior RD-ley 9/2025, pero enseguida se llega a esta última reforma.

Por otra parte, la propia exposición de motivos, en el último párrafo del apartado I, expresa 
que el RD-ley «procede a abordar una modificación del permiso de lactancia con la finalidad de 
mejorar los términos del ejercicio del derecho y a la vez se refuerza y complementa el recien-
temente reconocido permiso parental». Se me hace extraordinariamente difícil desentrañar 
cómo la regulación del permiso de lactancia, acumulado como derecho subjetivo, «refuerza y 
complementa el permiso parental». Yo diría que más bien lo debilita, por razones muy obvias. 
Primeramente, porque no guarda una relación de paralelismo con el permiso parental, porque 
solo puede disfrutarse hasta que la persona beneficiaria de cuidados tenga nueve, o, como 
mucho, doce meses, de tal forma que su labor de complemento es harto discutible, Más 
bien habría que expresar que el permiso de cuidado del lactante «interfiere» —mejor que «se 
complementa»— con el permiso de nacimiento y cuidado de hijo. Pero segundo, y, sobre todo, 
porque el nuevo régimen legal produce muy serias dudas sobre la pertinencia del derecho 
del art. 48 bis: ¿por qué de dos meses? ¿Por qué no retribuido? ¿Qué sentido tiene que más 
allá de la edad de doce meses no haya ni un solo día de retribución o prestación económica 
para permisos de crianza? Sólo queda su régimen sustantivo, antes descrito, que se solapa 
con la excedencia por cuidado de hijo hasta los tres años y con la reducción de jornada por 
guarda legal desde entonces. En mi opinión, y aún en un escenario hipotético de eliminación 
de la excedencia por cuidado de hijos, habría que conferir más sustantividad propia al per-
miso parental, si realmente se postula como una institución útil al servicio de la atención de 
menores de ocho años.

Por lo demás, una vez aprobada la reforma, se produjo un muy conocido debate acerca 
de la suficiencia/insuficiencia del permiso de cuidado del lactante acumulado para, sumado 
a las dos semanas de exceso del art. 48.4 en relación con la Directiva 92/85/CE, alcanzar 
las ocho semanas de permiso parental retribuido u objeto de prestación económica. Pese a 
muchos comentarios en contra, se me ocurren suficientes argumentos para mantener dicha 
suficiencia. En particular, uno: no es claro que el permiso del art. 37.4 deba ser computado 
desde el fin teórico de un permiso de nacimiento y cuidado de hijo, porque el disfrute de este, 
actualmente, admite mucha flexibilidad a partir de las seis semanas de descanso obligatorio. 

10	 Asunto C-104/09, sentencia de 30 diciembre 2010: «el hecho de que el permiso controvertido en 
el litigio principal pueda disfrutarse indistintamente por el padre trabajador por cuenta ajena o por 
la madre trabajadora por cuenta ajena implica que tanto el padre como la madre pueden asumir la 
alimentación y el tiempo de cuidado del hijo. Parece pues que ese permiso se concede a los traba-
jadores y trabajadoras por su condición de progenitores del niño. Por tanto, no puede considerarse 
que permita asegurar la protección de la condición biológica de la madre después de su embarazo 
o la protección de las particulares relaciones entre la madre y su hijo».
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Por poner un ejemplo liminar, si se dejan las semanas de descanso voluntario para su disfrute 
después de que el niño o la niña cumplan nueve meses, el resultado es que pueden acumu-
larse siete meses y medio de duración del permiso de lactancia.

Dicho en otras palabras, la revolución que han padecido los permisos del art. 37.4 y del art. 
48.4 ET a partir del RD-ley 6/2019 produce que las reglas tradicionales de cómputo del anti-
guo permiso de lactancia resulten sumamente discutibles. Desde esta perspectiva, expresar 
con rotundidad que con la modificación del RD-ley 2/2024 el Reino de España no cumplía con 
el requisito del art. 8.1 de la Directiva me parece discutible, al menos desde una perspectiva 
cuantitativa. Es decir, una interpretación conforme por parte de los órganos judiciales exigiría 
aplicar con flexibilidad la duración del permiso de cuidado del lactante11.

Ahora bien, el problema es más de orden conceptual, en torno a la progresiva aproxima-
ción de la lógica de los permisos de nacimiento y cuidado de hijo por un lado y de cuidado 
del lactante por otro. La persona lactante es, por hipótesis, de muy corta edad, de tal forma 
que su cuidado se proyecta, más bien, «con ocasión de su nacimiento» que «por causa del 
mismo», por utilizar otra vez los conceptos de la Directiva.

Por consiguiente, la reforma de 2024 ha optado por un «uso abusivo» de la cláusula pasa-
rela, con el factor añadido de que lo hace mediante retribuciones de la empresa, no con pres-
taciones económicas, en un contexto, el del art. 37.4, en el que no hay excesivos incentivos 
para que los progenitores varones usen este derecho, salvo entre la edad de nueve y doce 
meses. En ese sentido, ya tras el RD-ley 2/2024, el permiso parental ha quedado totalmente 
jibarizado, al vincularse casi exclusivamente en su disfrute práctico a instituciones que prote-
gen el cuidado de menores solo en su primer año de vida.

XI. El último episodio, de vuelta al permiso 
de nacimiento y cuidado de hijo

En ese estado de cosas, volvió a «completarse» la trasposición de la Directiva (UE) 
2019/1158 mediante el RD-ley 9/2025, de 29 julio12. Voy a prescindir de formular mayores 
comentarios sobre el autobombo de su exposición de motivos, propio de una oposición a 
cátedras, y limitaré el comentario a la técnica seguida. Bueno es dejar al margen el trata-
miento específico —¡por fin!— de las familias monoparentales, que solo se desencadenó, pese 
a la admonición del considerando 3 de la Directiva, a causa de la jurisprudencia del TC que 
parte de la sentencia 140/2024, de 6 diciembre. Y centrar el análisis en cómo se produjo la 
suma desde las teóricas cinco —referidas en la exposición de motivos, dos las sobrantes del 
permiso de maternidad y tres del de cuidado del lactante— a las ocho semanas, mediante, de 
nuevo, un incremento de los permisos destinados al cuidado de menores durante su primer 

11	 Aunque no está de más comprobar que la exposición de motivos, apartado III, párrafo segundo, 
del RD-ley 9/2025 computa el permiso parental al tradicional modo, imputando en su virtud tres 
semanas de permiso parental retribuido. O, lo que es lo mismo, quince días.

12	 Describiendo esta norma de urgencia, Rodríguez Escanciano, S., Avanzando en la corresponsabili-
dad familiar: apuntes sobre el Real Decreto-Ley 9/2025 y la importancia de la negociación colectiva, 
Revista de Trabajo y Seguridad Social CEF, n.º 488, 2025, pp. 7 ss.
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año de vida, solo matizado mediante una regla de ampliación del período de disfrute de dos 
semanas que puede considerarse como un cuerpo extraño en la lógica del permiso de naci-
miento y cuidado de hijo.

Es decir, el permiso pasa, para cada progenitor, de dieciséis a diecinueve semanas. De ese 
incremento de tres, una de ellas sigue la regla general de disponibilidad hasta la edad de doce 
meses, en tanto que las otras dos, pueden utilizarse hasta que el niño o la niña alcancen los 
ocho años de edad, y disfrutarse conjuntamente o una a una. El mismo régimen se establece 
para los permisos en supuestos de adopción, de guarda con fines de adopción y de acogi-
miento y para sus homólogos en el empleo público.

A estas alturas, y ya concluido el periplo normativo, no creo que pueda discutirse que el 
Reino de España cumple con los mínimos de la Directiva de conciliación. Sin embargo, hay 
que subrayar ciertas críticas, omitiendo reiterar algunas ya expresadas. En primer lugar, es 
claro que se ha desnaturalizado, hasta hacerlo prácticamente irreconocible, el permiso del 
art. 48.4 ET, que quiere ser al mismo tiempo el que cumple con el permiso de maternidad 
de la Directiva 92/85/CEE y con los de paternidad y parental de la Directiva (UE) 2019/1158. 
Incluso, según las cuentas del RD-ley 9/2015 es la pieza central del permiso parental retri-
buido de dos meses, completada por las supuestas tres semanas que aporta la acumulación 
del permiso del art. 37.4. Es, en resumen, uno y trino. Tres derechos de la UE en un único 
permiso, lubricando las políticas de corresponsabilidad.

En segundo, ya se ha anticipado la idea de que hay cierta duplicidad de instituciones de 
crianza en la misma franja de edad. Habría que explicar cuál es la finalidad específica de la 
del art. 37.4 ET. Si, en el fondo, no es nada más que una prolongación del permiso de naci-
miento y cuidado, habría que recomendar la fusión de uno y otro, por más que esas teóricas 
—y discutibles en el cómputo— tres semanas sean retribuidas por la empresa. El argumento 
de que el cuidado del lactante se puede disfrutar en dos medias horas o en reducción diaria 
de jornada es poco sólido, no tanto porque se convierte en la forma residual de disfrute como 
porque, en el fondo, no facilita un uso más adaptado a las necesidades de la unidad familiar. 
Es decir, ha perdido, a golpe de reformas, toda la identidad propia que tuvo en su origen.

El tercero se refiere a la distribución del permiso parental dotado de cobertura económica: 
seis semanas en el primer año de vida de la persona que ha de cuidarse, dos hasta el octavo 
año, aunque también accesibles en dicho primer año. Por mucha pasarela que se admita, 
no parece ser ese el cuadro resultante que diseñó la Directiva: aparentemente, en España, el 
cuidado de menores se concentra solo en el primer año. A partir de ahí, las «necesidades» 
son menores y más dispositivas: sólo dos semanas retribuidas, aunque «complementadas» 
por una imponente batería de derechos de ausencia no retribuidos, bajo las especies de exce-
dencia por cuidado de hijos —hasta los tres años— y reducción de jornada por guarda legal 
—hasta los doce—, además del singular permiso parental del art. 48 bis.

El cuarto abunda en esta distribución asimétrica, desde el punto de vista de sus conse-
cuencias: si más allá de los doce meses no existe retribución del permiso parental, el riesgo 
de feminizar el cuidado a partir de entonces es más que evidente, como sucede siempre que 
los derechos de ausencia no se cubren económicamente. Cuestiono que una trasposición 
de la Directiva producida con estos mimbres fomente la corresponsabilidad masculina. Yo 
creo que produce el riesgo de agravar los roles sociales tradicionales, máxime cuando se 
mantiene el reclamo de una institución tan periclitada como la excedencia por cuidado de 
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hijos. Lo razonable hubiera sido concentrar los dos meses retribuidos mínimos más allá del 
año de vida del o de la menor.

El quinto es de puro remache, porque ya se ha adelantado, pero el RD-ley ha constituido su 
sentencia definitiva: el permiso parental del art. 48.4 debe calificarse como un objeto volante 
no identificado porque su finalidad constituye un enigma. Podría afirmarse, jocosamente, que 
está para las dos mensualidades no necesariamente retribuidas, en los términos del art. 5 de 
la Directiva. Más bien, habrá que considerarlo como un aparato inservible. Se pensó para una 
utilidad, pero luego se cambió de idea y se mantuvo, a la deriva. Menos mal que el Instituto de 
las Mujeres ha tenido la delicadeza de no incluirlo hasta ahora en sus estadísticas.

XII. Reflexiones finales
Ya se han expresado algunas conclusiones. Para finalizar sin reiteraciones innecesarias, 

es suficiente con formular cuatro ideas de cierre:

1.	 El resultado de las reformas producidas entre 2023 y 2025 ha producido duplicidades 
y vacíos. Es decir, ha generado un modelo de conciliación ce vida familiar y laboral for-
malmente avanzado y teóricamente inclinado hacia la corresponsabilidad, pero que, a 
base de mantener instituciones antiguas y de concentrar los derechos de cuidado en 
los primeros estadios de la vida de los niños y niñas, produce un riesgo cierto de man-
tener esquemas de cuidado confiados sobre los hombros de las mujeres. Por supuesto, 
esta afirmación puede matizarse a medida que mejoren y se universalicen los servicios 
públicos de crianza y educación temprana de menores, pero ese es un reto todavía 
pendiente en nuestra sociedad.

2.	 La recurrente reforma del art. 48.4 y del permiso de nacimiento y cuidado de hijos, 
además de desnaturalizarlo más allá de lo aconsejable, produce un contraste bastante 
llamativo: los cambios en el nivel legal han coincidido con un absoluto inmovilismo en el 
nivel reglamentario, en cuyo seno todavía rige el muy superado por los acontecimientos 
RD 295/2009, de 6 marzo. Ha sido muy transformadora la iniciativa de poner en marcha 
permisos iguales e intransferibles. Algo más discutible ha sido, como he criticado cla-
ramente, caminar hacia una excesiva poli-funcionalidad de ese permiso. Pero lo que no 
puede sostenerse desde la lógica de una adecuada evolución normativa es no acom-
pasar los cambios legales con una adaptación reglamentaria. Así se está produciendo 
una jurisprudencia enormemente creativa del TS que, a veces, produce doctrinas tan 
epatantes como la de que ¡en aras del interés superior del menor! se le reconoce el 
permiso del art. 48.4 al padre que ha sido reconocido como tal por sentencia firme de 
paternidad13. Por lo tanto, hay que exigirle al Gobierno un poco más de diligencia a este 
respecto.

3.	 La normativa laboral española no cuenta con un modelo claro de medidas de concilia-
ción de vida familiar y laboral. Mezcla rasgos de sistemas conservadores, consistentes 
en permisos largos y no retribuidos, con elementos de modelos nórdicos —subsidios de 
no muy larga duración y con tasas de cobertura elevadas— con perfiles más de corte 

13	 STS de 25 septiembre 2025 (rcud 3077/2023).
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mediterráneo —opción por un modelo de familia extendida permeable a estereotipos de 
cuidado femenino—. No se ha producido en nuestro sistema un genuino debate sobre 
cómo han de ser las instituciones de cuidado y, cuando se ha querido avanzar en per-
misos iguales e intransferibles, se ha obviado el debate sobre los efectos reales en 
términos de impacto de género de la reducción de jornada por guarda legal y de la 
excedencia por cuidado de hijos. Ese debate necesario, en mi opinión, debería conducir 
a cuestionar todo lo viejo, a incentivar las formas de trabajo flexible, a racionalizar todas 
las instituciones de cuidado que afectan al primer año de vida y a incrementar algo la 
cobertura económica más allá de ese primer año. Y, desde luego, los permisos del art. 
37.3 b) y 37.9 deberían restringirse no solo a la consanguinidad, sino también al primer 
grado, aunque con un entendimiento suficientemente amplio de la convivencia como 
para permitir unas normas suficientemente garantistas del cuidado. Son criterios gene-
rales, pero en todo caso mínimamente orientadores. Entretanto, he de manifestar mis 
serias dudas de que la legislación interna favorezca la corresponsabilidad, excepto a lo 
largo de este reiterado primer año.

4.	 En todo este discurso, han permanecido casi en la oscuridad los tipos de familias con 
especialidades. Afortunadamente, por fin se ha llevado al centro del debate y se ha 
dado una solución más o menos aceptable a las familias monoparentales. El devenir 
de los acontecimientos ha producido como solución la duplicación del período de dura-
ción del permiso voluntario por nacimiento y cuidado de hijo y los permisos afines, sin 
que se planteasen derechos adicionales o alternativos, de tipo más prestacional y tales 
como, vg., la multiplicación de la cuantía del subsidio, como sucede en el caso del parto 
múltiple durante las seis semanas de descanso obligatorio, de conformidad con el art. 
6.2 del RD 295/2009, de 6 marzo. La ampliación en dos semanas —hasta ocho— del 
supuesto especial de no reunir la cotización para el subsidio de nacimiento y cuidado 
de hijo —art. 182.2 b) LGSS—, así como la prestación económica por nacimiento o adop-
ción de hijo en supuestos de familias monoparentales —arts. 357 y 358— son dos reglas 
aisladas e insuficientes que deberían ser completadas. Es decir, falta un enfoque más 
integral de la crianza de hijos e hijas en este tipo de familias.

Y falta igualmente por abordar un asunto que también está contemplado en la Directiva 
(UE) 2019/1158, en el art. 5.8: el caso de los padres y madres con discapacidad, de los que 
predica dicho precepto que «los Estados miembros evaluarán la necesidad de adaptar las 
condiciones de acceso y las modalidades detalladas de la aplicación del permiso parental a 
[sus] necesidades…» Es un reto que nuestro sistema no ha abordado, y que se encuentra en 
el corazón de los objetivos de la Convención de Naciones Unidas sobre los derechos de las 
personas con discapacidad de 2006, cuyo art. 23 se centra en los que atañen a sus relaciones 
familiares. Es paradójico que, después de la reforma constitucional del art. 49 de 15 febrero 
2024, las normas que completaron la trasposición de la Directiva (UE) 2019/1158 hayan omi-
tido esta materia.
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